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¿Es el PP franquista? 

A primera vista tal pregunta parecería una provocación, pues el 

Partido Popular es un partido que se define como demócrata, 

participando en la vida política según las reglas del juego electoral 

definido en el Parlamento español, las Cortes, que según la narrativa 

oficial es la máxima expresión de la voluntad popular. Añádase a ello 

el hecho de que tal partido condenó, en las Cortes Españolas (el día 

17 de Noviembre del año 2002), junto con los demás partidos, el 

golpe militar del 18 de Julio de 1936 en una resolución en la que se 

reconocía a quienes padecieron la represión de la dictadura. 

Parecería, pues, que el PP no se considera heredero del franquismo, 

al cual ha condenado, siendo un partido demócrata como cualquier 

otro. Hasta aquí el entendimiento reproducido por la sabiduría 

convencional del país. 

Sin embargo, hay múltiples indicadores de que hay una distancia 

entre la narrativa oficial y la realidad que tal narrativa intenta 

describir, comenzando ya por su oposición a referirse al franquismo 

de una manera explícita en aquella resolución condenatoria, 

limitándose a la utilización de un rechazo genérico a todos los 

“intentos de utilizar la violencia con la finalidad de imponer sus 

convicciones políticas y establecer regimenes totalitarios narrativa 

que tuvo que excluir referencias al golpe militar de 1936 para que el 

PP aprobara tal resolución. Implícita en aquella resolución existía, 

también, el supuesto de que en España habría podido aparecer una 



dictadura de opuesta ideología, supuesto erróneo que no quedaba 

avalado por ninguna evidencia. El PP, pues, nunca ha condenado el 

golpe militar y la dictadura que estableció, llamándola por su nombre.  

El segundo indicador de sus raíces en el pasado franquista es que, a 

pesar de su discurso de apoyo a las víctimas de aquel régimen 

totalitario, en la práctica tal partido se ha opuesto a que se entierren 

y honren a los 150.000 asesinados por el bando golpista cuyos 

cuerpos están enterrados sin que se conozca todavía hoy -treinta 

años en democracia- el lugar donde se encuentran. Es fácil de 

entender que las familias de los desaparecidos no podrán encontrar, 

enterrar y homenajear a sus seres queridos, sin un mandato del 

Estado. El PP lo sabe y, a pesar de ello, se opone a que sea el Estado 

quien instruya tal mandato. Era fácil de prever que cuando el Tribunal 

Supremo admitió la denuncia de la Falange (el partido fascista de los 

golpistas) para enjuiciar al Juez Garzón por su intento de encontrar 

tales cuerpos y a los responsables de aquellos asesinatos, los jueces 

de instancias inferiores detendrían la búsqueda de los desaparecidos, 

tal como ha ocurrido. El PP no puede alegar ignorancia de las 

consecuencias de su apoyo al enjuiciamiento de Garzón. Y no se 

encontró incómodo en que fuera precisamente la Falange la que 

llevara a los tribunales al Juez Garzón. Antes al contrario, utilizó a la 

Falange para hacer el trabajo sucio que ellos deseaban que se hiciera. 

El PP quería y quiere parar el caso Gürtel, que muestra el grado de 

corrupción en el que se encuentra tal partido.  

Durante la dictadura, los grupos económicos y financieros, así como 

los grupos corporativos, como la Iglesia (que también era, por cierto, 

un grupo económico, pues era uno de los mayores terratenientes 

afectado por la Reforma Agraria llevada a cabo por la República) que 

realizaron el golpe militar de 1936 y controlaron la dictadura 

(conocida como una de las más corruptas que ha habido en Europa) 

utilizaron a la Falange para hacer el trabajo sucio (el de asesinar a los 



que sostenían el estado demócrata de aquel tiempo). Salvando las 

distancias (pues existía una dictadura entonces y hay una democracia 

–aunque muy limitada- ahora) la relación entre la derecha española y 

la Falange (siendo esta última la responsable de silenciar a los 

adversarios) continúa. El instrumento político de las derechas utiliza 

ahora al partido fascista para silencias a sus adversarios. La oferta de 

ayuda a las familias de los vencidos, llevada a cabo incluso por la 

Presidenta de la Comunidad de Madrid, la Sra. Esperanza Aguirre, y 

realizada en un tono condescendiente e insultante (de lo cual es 

probable que ni ella fuera consciente), es un hecho que no puede 

ocultar la sistemática oposición que el PP ha expresado hacia tales 

ayudas, como también lo demuestra que no hayan colaborado con el 

gobierno central en la preparación del mapa de las tumbas de los 

cuerpos desaparecidos, y se haya votado en contra de la enmienda a 

la Ley de la Memoria Histórica que instruía al estado a encontrar a los 

desaparecidos y homenajearles.. Ni que decir tiene que hay 

excepciones y ha habido autoridades de tal Partido que han ayudado 

a las familias a encontrar a los desaparecidos. Pero la gran mayoría 

no lo ha hecho.  

Tal comportamiento, sin embargo, es comprensible. Esta oposición 

del PP a que sea el Estado el que se encargue de facilitar el 

enterramiento de los desaparecidos es predecible, pues desenterrar 

estos cuerpos y darles el honor merecido incluye inevitablemente la 

crítica y la denuncia de aquellos que los asesinaron y el régimen que 

apoyó tales asesinatos. Y ello escocería al PP. En realidad, el mejor 

indicador de que el PP es un partido con identificación, simpatías y 

raíces franquistas es que se opone sistemáticamente a que se mire el 

comportamiento de aquel régimen, en el que sus antecesores (no 

sólo biológicos sino ideológicos) son responsables de aquellos 

crímenes. Estos descubrimientos debilitarían la fuerza del partido, a 

lo cual, lógicamente, se oponen. 



Cuando el PP indica que no hay que mirar al pasado y centrarnos en 

el presente, está diciendo que desea continuar su enorme poder 

intelectual-cultural-político en este país, cuya vida política está más a 

la derecha que el resto de la UE, como consecuencia de que la 

derecha española se corresponde a la ultraderecha europea. Hoy la 

gran mayoría de fuerzas conservadoras y liberales en Europa (sean 

del signo que sean), y los medios próximos a ella, han condenado sin 

paliativos el hecho de que el Tribunal Supremo impidiera al Juez 

Garzón que investigara los crímenes políticos cometidos bajo el 

régimen franquista, que aún permanecen impunes. No así en España. 

La dirección del PP, unánimemente, se ha opuesto, como también lo 

ha hecho el 53% de sus votantes (según la encuesta Publicoscopico). 

La esperanza de las fuerzas democráticas es que la minoría de 

votantes de tal partido, el 34% que favorece tal investigación, llegue 

un día a convertirse en mayoría y que cambie la dirección 

ultraderechista de aquel partido, convirtiéndose en la derecha 

democrática europea, que España se merece, pero que todavía no 

tiene. Esperemos que, por el bien de todos, ello ocurra. 


